Boletín Nº  2306-07-1.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal en lo referido a las notificaciones a la persona privada de libertad.


___________________________________________________


Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en primer trámite constitucional, sobre el proyecto de la referencia, iniciado en una moción de los Diputados Sergio Elgueta Barrientos, Gabriel Ascencio Mansilla, Aldo Cornejo González, María Pía Guzmán Mena, Edgardo Riveros Marín, Rodolfo Seguel Molina e Ignacio Walker Prieto.


I. Fundamentos de la moción.


Los autores de la moción fundan la iniciativa en la necesidad de introducir algunas modificaciones en el Código de Procedimiento Penal, que evitarán sus graves distorsiones e incumplimientos en materia de notificaciones en persona al individuo privado de libertad.


Las posibilidades de fuga; el exceso de traslados de procesados a los tribunales; la falta de medios para esos traslados; el hacinamiento de procesados en los furgones; los largos recorridos a que son expuestas dichas personas; el agravamiento de su privación de libertad que implica permanecer junto a procesados por causas diferentes en su gravedad; los peligros para la sociedad, el tribunal, los gendarmes y los propios presos que configuran los hechos expuestos, les llevan a concluir que es menester simplificar y modernizar los medios para efectuar las notificaciones a estas personas.


Algunos pudieran pensar que el proyecto sería  extemporáneo, ante el inminente reemplazo del Código de Procedimiento Penal por el nuevo Código Procesal Penal.


Tal aprensión resulta injustificada, pues, como muy bien lo expresan los autores de la moción, las normas del Código de Procedimiento Penal seguirán rigiendo para los hechos producidos con anterioridad a la entrada en vigencia del nuevo Código y, también, respecto de las causas que se incoen de acuerdo con el Código de Justicia Militar. �


En efecto, de acuerdo con lo establecido en la disposición trigesimasexta transitoria de la Constitución Política de la República, “el capítulo VI-A “Ministerio Público, la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones”.


En lo que respecta al Código de Justicia Militar, se seguirán aplicando supletoriamente las normas del Código de Procedimiento Penal, dado que el referido Código no se verá afectado por la reforma procesal penal en trámite.


II  Ideas matrices o fundamentales y contenido del proyecto.


	La idea matriz o fundamental del proyecto es modificar las normas relativas a la notificación de las personas detenidas o procesadas en causas criminales, con el propósito de facilitar el cumplimiento de esta diligencia procesal.


	Para los efectos de materializar la idea anterior, se propone un proyecto de ley que consta de un artículo único, dividido en cuatro numerales, por el cual se modifican los siguientes artículos del Código de Procedimiento Penal:


	— El artículo 66, �para agregar en el inciso segundo, una oración final, para permitir que las notificaciones en persona al procesado preso, pueden ser practicadas — además del Secretario — por un receptor o por el funcionario judicial que designe el tribunal.


	El mismo artículo, para agregar un inciso final, �con el fin de que


	“Las resoluciones firmes que dejen 


— sin efecto el auto de procesamiento, 


— que otorguen la libertad provisional, 


— que absuelvan al procesado y 


— las que beneficien o aprovechen al privado de libertad 


	se notificarán al mismo por el medio más expedito como teléfono, fax, telegrama, 


	dejándose constancia de ello en los autos por el Secretario del tribunal, 


	sin perjuicio de notificar de igual modo o por oficio al jefe de la casa de detención para su inmediato cumplimiento.”


	— El artículo 276, �que se refiere a la notificación de la resolución en que el inculpado es sometido a proceso o mandado poner en libertad, con el objeto de sustituir su inciso primero por el siguiente:


	“Artículo 276. La resolución que somete a proceso al inculpado será notificada en persona al procesado y personalmente o mediante oficio al jefe de la casa de detención, si aquél se encontrare detenido.”


	— El mismo artículo 276, para intercalar un inciso segundo del tenor siguiente:


	“Si el detenido fuere mandado poner en libertad, se le notificará tal resolución de conformidad al artículo 66, inciso final.”


	— El artículo 498, �que se refiere a la certificación del vencimiento del término probatorio y su notificación a las partes, para sustituirlo por el siguiente:


	“Artículo 498. Vencido el término probatorio, el secretario certificará este hecho y al procesado sometido a prisión preventiva se le notificará tal certificación por cédula o por otro medio expedito por algunas de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 66, y por el estado a las demás partes el mismo día o a más tardar el siguiente, sin necesidad que lo ordene el juez.”


	La innovación está en la sustitución de la notificación personal por la notificación por cédula o por otro medio expedito, por el secretario del tribunal, un receptor o un funcionario judicial designado por el tribunal.


III. Antecedentes.


Por medio de las notificaciones judiciales se pone en conocimiento de una persona una resolución, diligencia o actuación procesal. 


Por su naturaleza, son esencialmente formales. Para que existan y surtan sus efectos deben cumplir todos los requisitos legales.


El artículo 38 del Código de Procedimiento Civil establece que las resoluciones judiciales sólo producen sus efectos en virtud de notificación hecha con arreglo a la ley, salvo los casos expresamente exceptuados por ella.


Es nula y no tiene valor alguno toda notificación que no se ajuste a las solemnidades que la ley establece para practicarla.


En conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 del Código de Procedimiento Penal, son aplicables al procedimiento penal, en cuanto no se opongan a lo establecido en ese Código o en leyes especiales, las disposiciones comunes a todos los juicios, contenidas en el Libro I del Código de Procedimiento Civil.


Del texto y de la historia de esa disposición se desprende que,  en materia de notificaciones en el ámbito penal, debe estarse a lo que dispone el Código de Procedimiento Civil, salvo que haya disposición en contrario (Corte Suprema. Casación en el fondo, 20 de abril de 1960 R., t. 57, sec. 4a., p. 55).


Entre los requisitos de las notificaciones judiciales, está el que ella sea practicada por el funcionario competente, que actúa como ministro de fe. 


Puede ser el secretario del tribunal, el oficial primero del mismo, con arreglo al artículo 389 del Código Orgánico de Tribunales �, o un receptor.


El secretario del tribunal, por lo general, puede efectuar notificaciones en su oficina, es decir, en la secretaría del tribunal, en el local en que ella funciona, que es uno de los lugares hábiles para tales efectos, conforme con el artículo 41 del Código de Procedimiento Civil.


El artículo 380 del Código Orgánico de Tribunales, en su número 2º, señala, como función de los secretarios, la de "autorizar las providencias o resoluciones que sobre dichas solicitudes (las que presentaren las partes) recayeren, y hacerlas saber a los interesados que acudieren a la oficina para tomar conocimiento de ellas, anotando en el proceso las notificaciones que hicieren, y practicar las notificaciones por el estado diario".


Los receptores, según el artículo 390 del mismo cuerpo legal, "son ministros de fe pública encargados de hacer saber a las partes, fuera de las oficinas de los secretarios, los decretos y resoluciones de los tribunales de justicia..."


Todas estas disposiciones, que establecen los funcionarios que son competentes para practicar notificaciones, como asimismo su competencia topográfica, son normas de orden público que no pueden dejar de cumplirse, so pena de nulidad en caso de contravención.�


A propósito de la discusión realizada durante la discusión del nuevo sistema procesal penal, se adoptaron diversas resoluciones en materia de notificaciones.


Al analizarse el nuevo Código Procesal Penal (BOL. 1630-07), concretamente en  lo relativo a los funcionarios autorizados para realizar las notificaciones y citaciones, se optó por aludir a los "funcionarios públicos” y no a los “funcionarios judiciales", por entender que la primera expresión cubre un espectro más amplio. 


	Al efecto, el artículo 26 del referido Código, ubicado en el párrafo relativo a las notificaciones y citaciones dispone que las notificaciones judiciales se realizarán por los funcionarios públicos especialmente habilitados al efecto.


	Respecto de las notificaciones al imputado privado de libertad, se adecuó la norma al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal vigente, disponiéndose, en el artículo 33 de ese Código, que las notificaciones que debieran realizarse al imputado privado de libertad se le harán en persona, pudiendo hacerlas un funcionario del tribunal en el mismo o en el establecimiento penal en que aquél se encontrare recluido, aunque se hallare fuera de su territorio jurisdiccional. �


	Asimismo, se consideró una norma general, en el artículo 34, relativa a otras formas de notificación que podrá proponer al tribunal cualquier interviniente en el procedimiento. El tribunal podrá aceptar la proposición si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión.


	Al estudiarse el proyecto de ley que reforma el Código Orgánico de Tribunales (BOL. 2263-07), también se incluyeron normas relativas a notificaciones.


	El artículo 393 bis, nuevo, aprobado por la Corporación, establece que “Las notificaciones que deban practicarse en los procesos criminales estarán entregadas a los funcionarios del tribunal que conozca de ellos, los que serán designados para cumplir dichas funciones, en carácter de receptores ad hoc, por el juez coordinador, a propuesta del administrador.


--------


	Diversas iniciativas, iniciadas todas en moción, se han presentado hasta la fecha, con el propósito de facilitar la práctica de las notificaciones.


	Entre ellas, dos que inciden directamente en uno de los artículos que se vienen modificando, el artículo 66 del Código de Procedimiento Penal.


	La ley Nº 19.189, de 1992, � modificó dicho artículo con el fin de permitir que las notificaciones al procesado preso, se le hicieren en persona por el secretario del tribunal en su oficio o en el establecimiento penal en donde se encontrare recluido, aunque se hallare fuera de sus territorio jurisdiccional, manteniéndose la regla vigente de que se puedan hacer en el oficio del referido funcionario.


	Igual cometido puede cumplir el Oficial 1º del tribunal, por aplicación del artículo 389 del Código Orgánico de Tribunales, que dispone que las funciones de los secretarios pueden ser desempeñadas, bajo la responsabilidad de éstos, por el Oficial 1º de sus secretarías.


	La norma anterior tiene, por lo tanto, la flexibilidad necesaria para facilitar el sistema de notificaciones de las resoluciones judiciales al procesado preso.


	La ley Nº 19.535,  de 1997, � también modificó este mismo artículo, para facilitar la notificación de las resoluciones que se refieran a la libertad de detenidos o procesados en causas criminales que se lleven ante un tribunal cuya sede se encuentre fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en el cual se encuentren recluidos y que no tenga servicio diario de traslado de presos.


Con tal fin, agregó un inciso tercero en el artículo 66, � que dispone que:


	"Ello no obstante, 


tratándose de detenidos o presos cuyo proceso se lleve ante un tribunal cuya sede se encuentre fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en el cual se encuentren recluidos y que no tenga servicio diario de traslado al tribunal, 


— la resolución que conceda la libertad incondicional 


— o la libertad provisional sin fianza, 


— u ordene cumplir el fallo de la Corte de Apelaciones que se pronuncie sobre la resolución concerniente a la libertad,


 	se notificarán por el estadio diario. 


La resolución que 


— deniegue la libertad, 


— o conceda la libertad provisional bajo fianza 


— o conceda la apelación interpuesta, en su caso, 


se notificará de inmediato y por el medio más rápido posible, al encargado del establecimiento penal, quien deberá comunicarla al recluido. 


Éste podrá apelar de la resolución en el acto y ante el mismo encargado, lo que éste comunicará de inmediato y por igual vía al tribunal. 


Concedida que sea la apelación, se elevarán los autos a la Corte de Apelaciones respectiva. 


Asimismo, una vez constituida la fianza, el tribunal transmitirá, por igual medio, la orden de libertad al encargado del establecimiento para su inmediato cumplimiento. 


El secretario del tribunal dejará testimonio en el proceso de las actuaciones que practique conforme a este inciso, con mención de la fecha en que se efectuaron, la individualización de la persona que le recibió o le proporcionó la información, según proceda, y el tenor de ésta.".


En apoyo de la norma anterior, se hizo saber, durante la discusión del proyecto respectivo, que en las regiones en que los establecimientos penales están ubicados a mucha distancia del lugar donde funcionan los tribunales que tienen detenidos o procesados recluidos en ellos, y el juzgado los requiere para notificarlos, Gendarmería debe trasladarlos en un viaje de rutina, que en algunos casos está programado sólo una vez a la semana, lo que produce demora de varios días en la práctica de la notificación. 


Esta circunstancia es particularmente grave cuando se trata de resoluciones relativas a la libertad del recluido, porque la detención o prisión preventiva se prolonga en forma injustificada.


La notificación por el estado diario de las resoluciones que concedan la libertad incondicional, o la libertad provisional sin fianza u ordenen cumplir el fallo de la Corte que se pronuncie sobre la resolución concerniente a la libertad,  permite al recluido recuperar de inmediato su libertad al no dilatarse el acto de la notificación por uno o varios días, o no tener que esperar que el expediente sea enviado a la Corte de Apelaciones respectiva. 


La notificación inmediata y por el medio más rápido posible (el autor de la moción hacia referencia al fax, télex, telégrafo e incluso el teléfono) de las resoluciones que denieguen la libertad, o concedan la libertad provisional bajo fianza, o concedan la apelación interpuesta, en su caso, al encargado del establecimiento penal para que éste las notifique al recluido, quien podrá apelar en el acto y ante el mismo encargado, lo que se comunicará de inmediato y por la misma vía al tribunal, permite al encausado adoptar las medidas que estime conducentes a su defensa, tales como comunicarse con su abogado para que comparezca a alegar, apelar o gestionar la constitución de la fianza, sin esperar que lo lleven al tribunal, y también agilizar la orden de libertad, una vez constituida la fianza. 


En lo que respecta a la adopción de medidas de resguardo para verificar la autenticidad de las comunicaciones y actuaciones que se verifiquen, sigue esta disposición un criterio similar al empleado en el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, que establece la obligación del secretario del tribunal de dejar testimonio en el proceso de la fecha y forma en que requirió informe para conceder la libertad provisional al Servicio de Registro Civil e Identificación, y si la respuesta es oral, dispone que se debe señalar su fecha de recepción, la individualización de la persona que emitió la información y su tenor.


La ley Nº 19.382, de 1995, � modificó las disposiciones que regulan las notificaciones en el Código de Procedimiento Civil, particularmente los artículos 41, 43 y 44 del citado cuerpo legal, al objeto de facilitar la práctica de las notificaciones. 


Esta modificación aumentó los lugares en los que se pueden practicar las notificaciones, como asimismo los días y horas hábiles en que se pueden realizar válidamente. 


En el caso de la notificación personal del artículo 44, simplificó el procedimiento al establecer que, a fin de acreditar las circunstancias que habilitan para realizar esta notificación personal subsidiaria, basta la certificación del ministro de fe que practicará la notificación, excluyendo la información sumaria de testigos.


IV. Discusión del proyecto.


a) Discusión en general.


Durante la discusión en general del proyecto, la Comisión coincidió plenamente con los fundamentos y propósitos que inspiran esta moción, que va a aliviar la carga de trabajo que pesa sobre los secretarios de los tribunales del crimen, y va a permitir — que es precisamente lo que se busca — una mayor celeridad en las notificaciones y en el cumplimiento de las resoluciones en que ellas inciden, especialmente las que benefician al individuo privado de libertad. 


Con todo, se hizo presente que la norma actual, que permite notificar al procesado preso por el secretario del tribunal, sea en su oficio o en el establecimiento penal en donde se encontrare recluido, no ha tenido mayor aplicación práctica, puesto que es este funcionario judicial el que decide, soberanamente, donde practica la diligencia. Y, lo usual, es que lo haga en su oficio.


Desde esa perspectiva y con el objeto de que la disposición en comento cumpla el objetivo que se tuvo en vista al legislar, se planteó la necesidad de complementar las modificaciones en el inciso segundo del artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, estableciéndose, de manera perentoria, que las notificaciones al procesado que estuviere preso se harán en el establecimiento penal en donde estuviere recluido, sea por el secretario del tribunal, sea por un receptor, esté o no de turno, o por un funcionario judicial, ambos designados por el tribunal, todos los cuales actúan como ministros de fe en las actuaciones judiciales que practiquen.


Sólo por excepción las notificaciones deberían practicarse en el oficio del Secretario, cuando el procesado preso deba concurrir al tribunal para la práctica de alguna diligencia que no sea la simple notificación de una resolución del tribunal, como sucedería, por vía ejemplar, si debiera prestar declaración indagatoria o participar en un careo.


Se observó, asimismo, que muchas veces, a pesar de que el juzgado decreta la libertad del procesado o detenido, estos deben volver al recinto penitenciario,  después de una larga espera en dependencias del tribunal, para que sea el encargado del recinto penal  quien cumpla la orden judicial, en circunstancias que debería el propio tribunal el que diere cumplimiento a la orden de libertad, sin perjuicio de comunicar tal hecho al encargado del establecimiento. Esta comunicación debería ser un mero trámite administrativo.


Lo deseable, según se expresó, es que la Corte Suprema imparta expresas instrucciones sobre el particular, como lo ha hecho respecto del traslado de los presos a los tribunales.


Ante algunas inquietudes planteadas acerca de la forma de garantizar la autenticidad de las notificaciones que se practiquen, se concluyó en que se trataba de un problema que no requería de soluciones legales, que podía ser resuelto por la vía de instrucciones o de autos acordados.


Por último, se estimó pertinente efectuar algunas adecuaciones en las modificaciones que se vienen introduciendo en el artículo 66, para que ellas guarden debida correspondencia y armonía con su texto vigente.


--------


Las observaciones y comentarios anteriores no fueron obstáculo para que, cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, se aprobare por la unanimidad de los señores Diputados presentes.


b) Discusión en particular.


	Una vez abierto el debate en la discusión pormenorizada de la iniciativa, el Diputado señor Elgueta presentó una indicación sustitutiva que recoge las observaciones y comentarios formulados durante la discusión en general.


La indicación busca, de acuerdo con lo expresado por su autor, establecer la forma en que habrán de notificarse las resoluciones que afectan a los procesados privados de libertad; precisar los funcionarios que realizarán la notificación y el lugar en donde debe efectuarse; recoger la tendencia vigente en orden a aumentar los funcionarios que pueden realizarlas y, en general, facilitar el cumplimiento de esta actuación procesal, para evitar dilaciones innecesarias en el cumplimiento de las resoluciones que favorecen a las personas privadas de libertad.


En lo que respecta a los medios tecnológicos para llevar a efecto las notificaciones, entre los cuales la moción mencionaba el teléfono, el fax y el telegrama, optó por no hacer mención a ninguno de ellos, para evitar que la disposición pudiera interpretarse restrictivamente, ya que existen otros medios igualmente idóneos, como podrían ser, por ejemplo, el correo electrónico, con la respectiva firma electrónica, que tiene plena validez en el ámbito administrativo, o las comunicaciones vía redes computacionales.


Lo ideal es que se arbitren los medios tecnológicos del caso para que los establecimientos penitenciarios estén unidos en red con los juzgados del crimen, así como con los futuros juzgados de garantías y tribunales orales del juicio oral.


Las enmiendas en el inciso tercero del artículo 66 permiten establecer la debida correspondencia y armonía entre la normativa propuesta en la moción y la actualmente vigente, que se perfecciona, pues resulta obvio que la apelación procederá no contra todas la resoluciones a que se refiere el precepto, sino en contra aquellas que perjudican al detenido o preso, esto es, en contra de las que lo sometan a proceso o que le denieguen la libertad.


Explicó, por último, que las adecuaciones efectuadas en el artículo 276 tienden a hacerlo concordante con las enmiendas introducidas en el artículo 66, que son de general aplicación.


Puesta en votación la indicación, se le prestó aprobación en los términos propuestos, por unanimidad de los Diputados presentes.








V. Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


1º El proyecto no contiene normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


El proyecto versa sobre normas de procedimiento, que tienden a regular la forma de efectuar ciertas notificaciones en materia penal, por lo que no tiene incidencia alguna en la organización ni en las atribuciones de los tribunales. 


Por lo mismo, al modificarse esta disposición no se esta legislando sobre materias propias de la ley orgánica constitucional del Poder Judicial, sino sobre materias que son objeto de ley ordinaria o común, conforme a la interpretación armónica de los artículos 74, y 60, Nº 3, de la Constitución Política de la República.


2º Que ninguno de los artículos del proyecto de ley es de la competencia de la Comisión de Hacienda.


3º Que el proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, por unanimidad.


4º Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.


VI. Texto del proyecto aprobado.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY.


"Artículo único.- Introdúcense en el Código de Procedimiento Penal las siguientes modificaciones:


1) Modifícase el artículo 66 en la forma siguiente:


a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Las notificaciones al procesado que estuviere preso se le harán en persona, pudiendo hacerlas el secretario, o un funcionario judicial o un receptor que esté o no de turno, que designe el tribunal, en el establecimiento penal en donde aquél se encontrare recluido, aunque se halle fuera de su territorio jurisdiccional. Por excepción, las notificaciones podrán hacerse en la secretaría del tribunal, cuando el recluido deba concurrir o ser puesto a disposición de éste, por orden del juez, para la práctica de alguna actuación o diligencia que requiera de su presencia.”


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “La resolución que” por: “La resolución que deje sin efecto el auto de procesamiento, o absuelva al procesado, o someta a proceso al inculpado, o”. 


c) Intercálase, en el mismo inciso, la expresión “que lo someta a proceso o que le deniegue la libertad”, entre las palabras “la resolución” y “en el acto”.


2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 276 por los siguientes:


“Artículo 276. La resolución que somete a proceso al inculpado será notificada en persona al procesado.


Si aquél se encontrare detenido, se notificará personalmente o mediante oficio al jefe de la casa de detención.”


3) Sustitúyese el artículo 498 por el siguiente:


“Artículo 498.- Vencido el término probatorio, el secretario certificará este hecho.


Tal certificación se notificará al procesado sometido a prisión preventiva por cédula o por otro medio expedito por alguna de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 66, y por el estado a las demás partes, el mismo día o, a más tardar, al siguiente, sin necesidad de que lo ordene el juez.” 


VII. Diputado Informante.


Se designó Diputado Informante al señor Sergio Elgueta Barrientos.


Sala de la Comisión, a 17 de junio de 1999.


Aprobado en sesión de igual fecha, con la asistencia de los  Diputados  Sergio Elgueta Barrientos (Presidente), Francisco Bartolucci Johnston, Waldo Mora Longa, Sergio Ojeda Uribe y Laura Soto González. 


























Adrián Alvarez Álvarez,


Secretario de Comisión.
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	“Artículo 66.- Las notificaciones que hayan de hacerse a los representantes del Ministerio Público, se les harán personalmente en todo caso. 


	También se le harán en persona al procesado que estuviere preso, se le harán en persona, pudiendo hacerlas el Secretario del Tribunal en su oficio o en el establecimiento penal donde aquél se encontrare recluido aunque se halle fuera de su territorio jurisdiccional.



































	Ello no obstante, tratándose de detenidos o presos cuyo proceso se lleve ante un tribunal cuya sede se encuentre fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en el cual se encuentren recluidos y que no tenga servicio diario de traslado al tribunal, la resolución que conceda la libertad incondicional o la libertad provisional sin fianza, u ordene cumplir el fallo de la Corte de Apelaciones que se pronuncie sobre la resolución concerniente a la libertad, se notificarán por el estadio diario. La resolución que deniegue la libertad, o conceda la libertad provisional bajo fianza o conceda la apelación interpuesta, en su caso, se notificará de inmediato y por el medio más rápido posible, al encargado del establecimiento penal, quien deberá comunicarla al recluido. Este podrá apelar de la resolución en el acto y ante el mismo encargado, lo que éste comunicará de inmediato y por igual vía al tribunal. Concedida que sea la apelación, se elevarán los autos a la Corte de Apelaciones respectiva. Asimismo, una vez constituida la fianza, el tribunal transmitirá, por igual medio, la orden de libertad al encargado del establecimiento para su inmediato cumplimiento. El secretario del tribunal dejará testimonio en el proceso de las actuaciones que practique conforme a este inciso, con mención de la fecha en que se efectuaron, la individualización de la persona que le recibió o le proporcionó la información, según proceda, y el tenor de ésta." 





































































































	“Artículo 276. La resolución de que trata el artículo anterior será notificada en persona al procesado y personalmente o mediante oficio al jefe de la casa de detención, si aquél se encontrare detenido.




















	Si el procesado se encontrare en libertad, se le citará o se despachará en sus contra orden de prisión, según corresponda.


	Cuando estuviere en libertad provisional, se le citará para notificarlo, si no se hubieren alterado con el procesamiento las circunstancias que hicieron procedente la excarcelación.”

















	Artículo 498. Vencido el término probatorio, el secretario certificará este hecho y notificará personalmente al procesado sometido a prisión preventiva y por el estado a las demás partes el mismo día o a más tardar el siguiente, sin necesidad de que lo ordene el juez.























�
	Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:





	1.- Modifícase el artículo 66 en la siguiente forma:


	a) Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente oración final:



























































	“Del mismo modo podrán practicarlas un receptor o el funcionario judicial que designe el tribunal.”
















































































































































































	b) Agrégase el siguiente inciso final:


	“Las resoluciones firmes que dejen sin efecto el auto de procesamiento, que otorguen la libertad provisional, que absuelvan al procesado y que otorguen la libertad provisional, y las que beneficien o aprovechen al privado de libertad se notificarán al mismo por el medio más expedito como teléfono, fax, telegrama, dejándose constancia de ello en los autos por el Secretario del tribunal, sin perjuicio de notificar de igual modo o por oficio al jefe de la caja de detención para su inmediato cumplimiento.”














	2.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 276 por los siguientes:





	“La resolución que somete a proceso al inculpado será notificada en persona al procesado y personalmente o mediante oficio al jefe de la casa de detención, si aquél se encontrare detenido.





	Si el detenido fuere mandado poner en libertad, se le notificará tal resolución de conformidad con el inciso final del artículo 66.”















































	3.- Sustitúyese el artículo 498 por el siguiente:





	“Artículo 498.- Vencido el término probatorio, el secretario certificará este hecho.





Tal certificación se notificará al procesado sometido a prisión preventiva por cédula o por otro medio expedito por alguna de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 66, y por el estado a las demás partes, el mismo día o, a más tardar, al siguiente, sin necesidad de que lo ordene el juez.” 





�
"Artículo único.- Introdúcense en el Código de Procedimiento Penal las siguientes modificaciones:





	1) Modifícase el artículo 66 en la forma siguiente:





a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:





























“Las notificaciones al procesado que estuviere preso se le harán en persona, pudiendo hacerlas el secretario,  o un funcionario judicial o un receptor que esté o no de turno, que designe el tribunal, en el establecimiento penal en donde aquél se encontrare recluido, aunque se halle fuera de su territorio. Por excepción, las notificaciones podrán hacerse en la secretaría del tribunal cuando el recluido deba concurrir o ser puesto a disposición de éste, por orden del juez, para la práctica de alguna actuación o diligencia que requiera de su presencia.”






























































b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “La resolución que” por: “La resolución que deje sin efecto el auto de procesamiento, o absuelva al procesado, o someta a proceso al inculpado, o”.





c) Intercálase, en el mismo inciso, la expresión “que lo someta a proceso o que le deniegue la libertad”, entre las palabras “la resolución” y “en el acto”.


















































































































































2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 276 por los siguientes:





“Artículo 276. La resolución que somete a proceso al inculpado será notificada en persona al procesado.











Si aquél se encontrare detenido, se notificará personalmente o mediante oficio al jefe de la casa de detención.”















































3) Sustitúyese el artículo 498 por el siguiente:





“Artículo 498.- Vencido el término probatorio, el secretario certificará este hecho.





Tal certificación se notificará al procesado sometido a prisión preventiva por cédula o por otro medio expedito por alguna de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 66, y por el estado a las demás partes, el mismo día o, a más tardar, al siguiente, sin necesidad de que lo ordene el juez.” 
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�









� Ha de tenerse en consideración, además, que las normas que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos entrarán en vigencia en forma escalonada, empezando por las regiones IV y IX el 1 de marzo del año 2000, para terminar el 1 de marzo del año 2002, con las regiones que, en  el lapso intermedio, no se hayan incorporado al nuevo sistema, plazos que, en todo caso, están sujetos a la entrada en vigencia de la ley de Defensoría PenalPública.


� El artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, modificado por las leyes Nos. 19.189, de 1992, y 19.535, de 1997, dispone lo siguiente en materia de notificaciones:


“Artículo 66.- Las notificaciones que hayan de hacerse a los representantes del Ministerio Público, se les harán personalmente en todo caso. 


También se le harán en persona al procesado que estuviere preso, pudiendo hacerlas el Secretario del Tribunal en su oficio o en el establecimiento penal donde aquél se encontrare recluido aunque se halle fuera de su territorio jurisdiccional.


Ello no obstante, tratándose de detenidos o presos cuyo proceso se lleve ante un tribunal cuya sede se encuentre fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en el cual se encuentren recluidos y que no tenga servicio diario de traslado al tribunal, la resolución que conceda la libertad incondicional o la libertad provisional sin fianza, u ordene cumplir el fallo de la Corte de Apelaciones que se pronuncie sobre la resolución concerniente a la libertad, se notificarán por el estadio diario. La resolución que deniegue la libertad, o conceda la libertad provisional bajo fianza o conceda la apelación interpuesta, en su caso, se notificará de inmediato y por el medio más rápido posible, al encargado del establecimiento penal, quien deberá comunicarla al recluido. Éste podrá apelar de la resolución en el acto y ante el mismo encargado, lo que éste comunicará de inmediato y por igual vía al tribunal. Concedida que sea la apelación, se elevarán los autos a la Corte de Apelaciones respectiva. Asimismo, una vez constituida la fianza, el tribunal transmitirá, por igual medio, la orden de libertad al encargado del establecimiento para su inmediato cumplimiento. El secretario del tribunal dejará testimonio en el proceso de las actuaciones que practique conforme a este inciso, con mención de la fecha en que se efectuaron, la individualización de la persona que le recibió o le proporcionó la información, según proceda, y el tenor de ésta." 


� Dividido por ideas, para facilitar su lectura y comprensión.


� “Art. 276. La resolución de que trata el artículo anterior será notificada en persona al procesado y personalmente o mediante oficio al jefe de la casa de detención, si aquél se encontrare detenido.


Si el procesado se encontrare en libertad, se le citará o se despachará en sus contra orden de prisión, según corresponda.


Cuando estuviere en libertad provisional, se le citará para notificarlo, si no se hubieren alterado con el procesamiento las circunstancias que hicieron procedente la excarcelación.”


� “Art. 498. Vencido el término probatorio, el secretario certificará este hecho y notificará personalmente al procesado sometido a prisión preventiva y por el estado a las demás partes el mismo día o a más tardar el siguiente, sin necesidad de que lo ordene el juez.”


� Art. 389. Las funciones que se encomiendan a los secretarios en el título VI del Libro I del Código de Procedimiento Civil podrán ser desempeñadas, bajo la responsabilidad de éstos, por el oficial 1º de sus secretarías.


� En los juzgados militares, acorde con el artículo 114 del Código de Justicia Militar, las notificaciones se hacen por el secretario del tribunal, o por un oficial u ordenanza comisionado por el tribunal para el efecto.


En los juzgados de policía local, según lo previsto en el artículo 8º de la ley Nº 18.287, que establece el procedimiento ante dichos tribunales, la notificación de la demanda, denuncia o querella se practica personalmente por el secretario, por un carabinero o por un empleado municipal designado por el juez.


� En los tribunales del nuevo sistema procesal penal, esto es, en los juzgados de garantías y en los tribunales orales en lo penal, no existe el cargo de secretario.


� Iniciada en  dos mociones que fueron informadas refundidas. Una (BOL. 388-07), del ex Diputado ser Mario Devaud. La otra (BOL. 476-07) del Diputado señor Francisco Huenchumilla y del ex Diputado señor Rubén Gajardo.


�  Iniciada en  una moción del ex. Senador señor Miguel Otero Lathrop (BOL. 1866-07(S).


� Se transcribe dividido por ideas, para facilitar su lectura y comprensión.


� Iniciada en moción de los Diputados señores Sergio Elgueta, Sergio Aguiló, Andrés Palma y Sergio Ojeda, y de los ex Diputados señores Rubén Gajardo y Héctor Zambrano.
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